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  PODER JUDICIAL DE LA NACION 

         SENTENCIA DEFINITIVA 
         CAUSA Nº: 43.105/2010   -  SALA VII – JUZGADO Nº:17    

En la ciudad de Buenos Aires, a los……..2011, para dictar sentencia en los autos: “P.A.M.I. INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS C/ GIANNI, MARTA BEATRIZ S/ JUICIO SUMARÍSIMO” se procede a votar en el siguiente orden:

EL DOCTOR NESTOR MIGUEL RODRÍGUEZ BRUNENGO DIJO: 

            I. La parte actora recurre la sentencia de primera instancia que declaró la nulidad de la intimación que hiciera a la demandada conforme art. 252 L.C.T. y, por ende, rechazó su solicitud de exclusión de la tutela gremial de la trabajadora.

            También cuestiona la imposición de las costas a su parte, así como los honorarios regulados a la representación letrada de la demandada en tanto los aprecia elevados. Asimismo, el Dr. Di Giorgio, por sí, cuestiona los propios porque los considera exiguos (v. fs. 324 vta.).

             II. Con miras a demeritar el fallo la accionante aduce que la decisión de grado implica consagrar la inmovilidad del delegado gremial en el puesto de trabajo y que dicha postura sería rechazada por la mayoría de la jurisprudencia de la Cámara. 

             Califica de “solitaria y dogmática” la posición adoptada por la “a-quo” en tanto la exigencia de solicitar la exclusión de la tutela gremial a los delegados de personal en condiciones de acogerse al beneficio de la Ley 24.241 sería de pura creación pretoriana y agrega que, aún para la jurisprudencia con la cual disiente la misma no le otorga relevancia al momento en que se promueve la acción de exclusión de la tutela gremial, esto es, si antes o después de la intimación al trabajador para que inicie los trámites jubilatorios.

            III. A fojas 342/343 se expide el Sr. Fiscal General por ante esta Cámara quien con remisión al precedente “P.A.M.I. Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados C/ Espinosa, Susana Carlota S/ Juicio Sumarísimo” (Dictamen Nro.:49.948) sugiere receptar de manera parcial lo pretendido por la accionante revocando la parte del fallo que decide el rechazo total de su acción y admitirla en la parte que solicita la exclusión de la garantía a los efectos que se formule la interpelación de marras (v. fs. 342 vta.).

    Pues bien, a mi juicio, hay que confirmar lo decidido en grado porque, mas allá de que la exposición recursiva de la apelante no constituye una crítica eficaz de los fundamentos del fallo que le resultó adverso en tanto no es del caso que la “a-quo” hubiese soslayado “pruebas decisivas” y/o que no se haya tenido en cuenta la testifical y ni el peritaje contable de autos cuando, de las constancias de la litis puede advertirse que no se sustanció prueba alguna y que la causa fue declarada de puro derecho conforme resolución que arriba firme y obra glosada a fojas 305 vta. por lo que su recurso en este aspecto linda la deserción; lo cierto es que, de todos modos el resto de su crítica basada en transcripciones parciales de cierta jurisprudencia del Fuero tampoco logra desbaratar lo ya resuelto en grado (art. 116 L.O.).

            En efecto, coincido con lo ya decidido. 

            Esto es así en tanto, arriba firme que la demandada fue elegida delegada el 28/11/2008 y que el mandato de cuatro años comenzó el 19/12/2008 siendo intimada para que iniciase sus trámites jubilatorios el día 25/01/2010; cuando conforme lo previsto por el art. 52 de la Ley 23.551 la tutela gremial de la delegada en cuestión, Sra. Gianni, expiraba con fecha 19/12/2012 y con más un año de la extensión de la tutela conforme previsión de ley (ver traba de la litis a fs. 7 y fs. 107 vta./108).

            Quiere decir así que la recurrente decidió enviar la intimación a la trabajadora el día 25/01/10 sin acudir previamente al sistema de exclusión contemplado en el art. 52 de la Ley 23.551 y con posterioridad de haber sido anoticiada de la elección de la trabajadora como delegada gremial con la garantía de la tutela que le brindaba la ley hasta diciembre de 2012 habiendo articulado su reclamo de exclusión de tutela por vía sumarísima que aquí nos ocupa el 20/10/2010 (ver cargo a fs. 23).

             Desde la perspectiva de enfoque preanunciada tengo para mí que la situación prevista en el art. 252 L.C.T. no constituye por sí sola la “justa causa” que autorice la exclusión de la tutela gremial conforme art. 48 de la Ley 23.551 por cuanto comparto el criterio de que nada obsta a que el empleador intime al trabajador-delegado gremial a jubilarse siempre y cuando que dicha interpelación sea luego de expirada la tutela legal habida cuenta que, dicha garantía de ley tiene amparo constitucional a tenor del art. 14 bis C.N. mientras que la facultad del empleador que aquí juega (art. 252 L.C.T.) emana de una ley de rango inferior a nuestra Carta Fundamental.

           Por consecuencia, con base en la fuente constitucional de la protección y, conforme la preferencia de los valores y las normas aquí en juego, coincido con lo decidido en grado, lo cual impone concluir que, “…el acceso a un cargo amparado por la estabilidad sindical implica una prórroga del plazo establecido en el art. 91 de la L.C.T. (t.o.), y pospone el ejercicio de la facultad conferida al empleador por el artículo 252 de la ley citada hasta el vencimiento del período de tutela” (ver en similar sentido C.N.A.T., Sala V in re: “Asociación Civil Hospital Británico de Buenos Aires C/ Bais, Alicia Lucía S/ Juicio Sumarísimo”, S.D. nro.: 70.198 del 6/11/2007, esta Sala in re: “Bco. de la Nación Argentina C/ Fainguerz, Carlos S/ Sumarísimo”, S.D. nro.: 42.275 del 17/11/2009).

            Con base en las consideraciones practicadas sugiero la confirmatoria del fallo apelado.

            IV. La cuantía de los honorarios regulados a los profesionales intervinientes, con base en el mérito y extensión de su labor, lucen equitativos, por lo que propicio confirmarlos (art. 38 L.O. y demás normas del arancel vigentes).

             V.  De compartirse mi tesitura, las costas de alzada sugiero imponerlas en su totalidad a la parte actora (art. 68 del Cód. Procesal) y regular los honorarios para la representación y patrocinio letrado de la parte actora y los de la parte demandada en el 25%, respectivamente, de lo que en definitiva les correspondiere por la actuación que les cupo en la instancia anterior (art. 14 Ley del arancel).

  LA DOCTORA BEATRIZ INÉS FONTANA DIJO: 

             Por compartir sus fundamentos, adhiero al voto que antecede y solo a mayor abundamiento creo importante destacar que según se desprende del escrito de demanda, el objeto de la acción incoada fue la exclusión de la tutela sindical de la demandada a fin de intimarla a iniciar los trámites jubilatorios otorgándole el plazo de un año como máximo para poner fin al contrato, conforme art. 252 LCT.


Siendo ello así, solo cabe al sentenciante expedirse sobre lo que ha sido materia de litigio, y en ese sentido, debo destacar que la actora no ha condicionado en modo alguno, ni siquiera temporalmente,  su pretensión de intimar conforme art. 252 LCT.


Por ello, y demás fundamentos desarrollados por  mi distinguido colega, adhiero al voto del Dr. Rodríguez Brunengo. 

LA DOCTORA ESTELA MILAGROS FERREIRÓS: no vota (art. 125 de la ley 18.345). 

              A mérito de lo que resulta del precedente acuerdo, el Tribunal RESUELVE: 1) Confirmar la sentencia apelada. 2) Costas a la parte actora. 3) Regular los honorarios por la actuación en segunda instancia para la representación y patrocinio letrado de la parte actora y los de la parte demandada, en el 25% (VEINTICINCO POR CIENTO) y 25% (VEINTICINCO POR CIENTO), respectivamente, de lo que en definitiva les correspondiere por la actuación que les cupo en la instancia anterior. 

             Regístrese, notifíquese y devuélvase.  

